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MUNICIPALIDAD DE GOICOECHEA 

Estimada señora:

Asunto:
Sobre el procedimiento para notificar los informes de auditoría y de la obligatoriedad de la auditoría de incluir en su Plan de Trabajo Anual, los estudios recomendados por el Concejo Municipal de Goicoechea.


Con el propósito de que lo haga del conocimiento del Concejo Municipal de Goicoechea  se da respuesta al oficio SM-840-04 de 22 de junio del 2004, según el cual ese Concejo Municipal, en sesión ordinaria 24-04 del 14 de junio del 2004, aprobó el dictamen N° 38-04 de la Comisión de Hacienda y Presupuesto.


De acuerdo con el dictamen, La Comisión de Hacienda y Presupuesto recomienda al Concejo Municipal lo siguiente:

“Girar instrucciones a la Auditora Municipal para que todo informe que prepare sea discutido con la Comisión de Enlace antes de realizar la presentación a la Administración y presentado al Concejo Municipal./ Enviar consulta a la Contraloría General de la obligatoriedad de la Auditoría de incluir dentro de su plan de Trabajo Anual, los estudios recomendados por el Concejo Municipal y nuestra potestad para asignar prioridades”


Llama la atención que recomendaciones de esta naturaleza sean formuladas por la Comisión de Hacienda y Presupuesto, pareciera que esa  comisión ejerce una supervisión respecto de las labores que desempeña la Auditoría Interna, situación que podría interferir con la independencia funcional y de criterio que debe caracterizar la labor de Auditoría.  

No obstante lo anterior, la consulta se aborda en los siguientes términos:



Acerca de los informes de las auditorias internas


El trámite que deben seguir los informes que elaboran las auditorías internas, se establece en la  Ley General de Control Interno N° 8292, en la Sección IV,  artículos que corren del N° 35 al 38.


De previo  a referirnos a la recomendación en el sentido de “Girar instrucciones a la Auditora Municipal para que todo informe que prepare sea discutido con la Comisión de Enlace antes de realizar la presentación a la Administración y presentado al Concejo Municipal”, es útil tener como marco de referencia lo que en su oportunidad este Centro de Relaciones señalo en oficio 00137 (DI-CR-004) de  enero último pasado, en el cual se desarrollo lo relativo al trámite que deben seguir los informes de auditoría.


    “En cuanto al enfoque de trámite de informes de auditoría en la LGCI
 Dispone el artículo 35 de la Ley General de Control Interno (LGCI), nro. 8292 de 31 de julio del 2002.



“Artículo 35.—Materias sujetas a informes de auditoría interna. Los informes de auditoría interna versarán sobre diversos asuntos de su competencia, así como sobre asuntos de los que pueden derivarse posibles responsabilidades para funcionarios, ex funcionarios de la institución y terceros. Cuando de un estudio se deriven recomendaciones sobre asuntos de responsabilidad y otras materias, la auditoría interna deberá comunicarlas en informes independientes para cada materia. / Los hallazgos, las conclusiones y recomendaciones de los estudios realizados por la auditoría interna, deberán comunicarse oficialmente, mediante informes al jerarca o a los titulares subordinados de la administración activa, con competencia y autoridad para ordenar la implantación de las respectivas recomendaciones.

(...)”


Así, los informes de auditoría de la auditoría interna se han clasificado en los que corresponden a la materia de control interno y los de relaciones de hechos (de asuntos que pueden desembocar en la imputación de responsabilidades), los cuales tienen un tratamiento diferente, que básicamente consiste en que para los informes de control interno existe la obligación de la unidad de auditoría de realizar una comunicación preliminar (conferencia final) con los funcionarios responsables de ordenar la implantación de recomendaciones, junto con los que deben ponerlas en práctica, a efectos de que conozcan los resultados de la auditoría o estudio especial, el fundamento de las conclusiones y las recomendaciones mismas, de manera que mediante el diálogo y el intercambio de opiniones se logre un sano consenso que promueva la ejecución de lo recomendado tal como lo expuso la auditoría interna, o con algunas variantes, producto del aquel intercambio de opiniones.  Mientras que en el caso de los informes de relación de hechos no existe la búsqueda de tal consenso, por lo que, por razones obvias, se reserva al juicio del auditor valorar si ventila los asuntos de presuntas responsabilidades con las personas que pueden estar involucradas (desde luego, individualmente(   porque un informe de ese tipo lo que presenta simplemente son los hechos, las normas transgredidas y los presuntos responsables de la transgresión, quienes tendrán su momento procesal para hacer los descargos correspondientes y ofrecer prueba en contrario ante la instancia administrativa directora del proceso.  Por eso, tampoco se considera apropiado hacer un solo informe que mezcle asuntos de tan diferente naturaleza.


También, de acuerdo con lo que dispone el artículo transcrito, los informes se dirigen a quienes tienen la competencia y autoridad para ordenar la implantación de las respectivas recomendaciones; por respeto al orden jerárquico y porque de esa manera, conforme se asciende en la escala organizacional, los asuntos que llegan a conocimiento de los funcionarios de nivel superior son cada vez de naturaleza más compleja, estratégica y política, o así deberían serlo.  Ello aparte de que de esa forma se llega a la jerarquía superior solo por excepción, para no inundarlos de asuntos que pueden solucionarse en niveles inferiores, en donde están los funcionarios que conocen específicamente de la materia sobre la que la auditoría interna recomienda, y también porque así se dispone de una instancia superior a la que recurrir en caso de divergencias de criterio entre la auditoría interna y la administración competente para ordenar la implantación de recomendaciones.


Este enfoque es el que encontramos en la LGCI, tanto en ese artículo 35 como en el 36 y el 37, y que corresponde con esa filosofía de que cada nivel conozca solo lo que es preciso que resuelva de acuerdo con su rango, competencia y responsabilidades.  De esta forma, agotada la vía administrativa interna de la institución (tal y como debe ser(, y sin consenso alguno, existe la posibilidad de que los asuntos rematen en esta Contraloría General de la República (artículo 38 de la LGCI), como último recurso arbitral para resolver los conflictos que surjan de la divergencia de criterio entre la auditoría interna y el jerarca.”


Recopilando tenemos que los informes que prepara la auditoría pueden versar sobre dos temas fundamentales; los que tratan aspectos del sistema de control interno y los que se conocen como relaciones de hechos, que pueden desembocar en responsabilidades de índole civil administrativa o penal.


Para el segundo tipo de informe o relaciones de hechos, el ordenamiento jurídico vigente establece la obligación al auditor y la Administración (entre otros) de guardar confidencialidad  respecto  de la identidad, información y documentos que puedan desembocar en el establecimiento de responsabilidades. Al respecto el artículo nro. 6 de la Ley General de Control Interno en lo que interesa señala:

“Confidencialidad de los denunciantes y estudios que originan la apertura de procedimientos administrativos.  La Contraloría General de la República, la administración y las auditorías internas, guardarán confidencialidad respecto de la identidad de los ciudadanos que presentes denuncias ante sus oficinas. / La información, documentación y otras evidencias de las investigaciones que efectúan las auditorías internas, la administración y la Contraloría General , cuyos resultados puedan originar la apertura de un procedimiento administrativo, serán confidenciales durante la formulación del informe respectivo.  Una vez notificado el informe correspondiente y hasta la resolución final del procedimiento administrativo, la información contenida en el expediente será calificada como información confidencial, excepto para las partes involucradas, las cuales tendrán libre acceso a todos los documentos y las pruebas que obren en el expediente administrativo”  (subrayado no forma parte del original)


Así las cosas, es evidente la existencia de una norma que protege la identidad de los denunciantes y además, obliga al manejo confidencial de la información, documentación y otras evidencias de las investigaciones que puedan originar la apertura de un procedimiento administrativo.  Esa norma consigna una conducta que debe ser observada por  la Auditora en el ejercicio de sus competencias, porque de lo contrario o sea  si conciente  o permite  que la información, documentos u otros, sea del conocimiento de terceras personas -antes de notificarlo a quien corresponda según lo regulado al respecto-, como podría ser el caso de los miembros que conforman la comisión, sería sujeto de la aplicación de sanciones que la propia Ley General de Control Interno señala, por incumplir lo preceptuado en la  norma en comentario. 


Con respecto a los informes que reflejan deficiencias  del sistema de control interno, como se interpreta de la lectura del texto de la transcripción anterior,  existe un procedimiento establecido para su trámite (posterior a la conferencia final), de ahí que la notificación de esos informes deba realizarse a los titulares subordinados con competencia para poner en práctica la o las recomendaciones o bien  al jerarca.   


  Acerca de la inclusión de estudios en el  plan de trabajo de la Auditoría Interna y la potestad del Concejo para asignar prioridades

Con respecto al punto nro. 2 o recomendación del dictamen 38-2004, de la citada Comisión de Hacienda y Presupuesto se lee textualmente:

“Enviar consulta a la Contraloría General de la República de la obligatoriedad de la Auditoría de incluir dentro de su Plan de Trabajo Anual, los estudios recomendados por el Concejo Municipal y nuestra potestad para asignar prioridades”

Con respecto a situaciones similares a la planteada en la consulta, en donde el jerarca solicita al auditor la inclusión de estudios en el plan de trabajo, preparado por este último, este Despacho ha manifestado su criterio de la siguiente manera:

No obstante, para esos requerimientos (entiéndase la solicitud del jerarca para la inclusión de estudios) es fundamental la consulta obligada de dicho Órgano Colegiado al Auditor Interno, porque los criterios de previo establecidos por éste último para revisar diversas áreas, no deben pasar inadvertidos por el Jerarca.  Más aún, tampoco puede el auditor hacer modificaciones radicales a su plan de trabajo, sin sustentar con detenimiento, la trascendencia de los estudios que se dejarían de realizar y las consecuencias que esto provocará en el sistema de control interno y en el manejo de los fondos públicos involucrados.  Lo cual implica cuando corresponda, gestionar ante el jerarca revisar sus requerimientos e incluso, posponer la ejecución de algunos de los estudios solicitados.  Valoración que es del resorte de la Auditoría Interna de cara a su responsabilidad sobre la vigilancia que le corresponde (oficios DI-CR-449, 493 de octubre y noviembre 2003 respectivamente, del Centro de Relaciones)  


De acuerdo con lo anterior el Concejo puede recomendar la inclusión de estudios y prioridades en el plan de trabajo al auditor,  pero observando lo transcrito, entiéndase de conformidad con un diálogo en donde las partes expongan sus argumentos  y se llegue a  determinar lo más conveniente de conformidad con la garantía que sobre  la legalidad y la eficiencia del sistema de control interno y del manejo de los fondos públicos corresponde a ambos según sus competencias.  


El plan de trabajo debe visualizarse como el producto de un proceso que comprenda entre otros, acciones de coordinación, de diálogo, entre jerarca y auditor, para que en lo posible se proporcionen los recursos para su  apropiada ejecución y la vigilancia que de conformidad con el ordenamiento corresponde a ambos.  En todo caso debe tenerse presente que el plan de trabajo de la auditoría Interna es de la esfera de potestades y responsabilidades del Auditor Interno. 


Téngase en cuenta que tanto debe razonar o fundamentar su solicitud el jerarca como el Auditor su posposición  o la no atención de un requerimiento del primero.   Sustento que debe detallarse de manera adecuada.  Ahora bien, es pertinente para el caso que nos ocupa, que el jerarca solicite un detalle de los asuntos incluidos en el plan de trabajo del auditor que tienen como fundamento norma legal específica y cuales no, con el propósito de valorar los argumentos de la Auditoría.  También es conveniente que se solicite  a la Auditoría realizar una exposición sobre la planificación estratégica que originó la elaboración de su plan de trabajo y si fuera del caso las argumentaciones técnicas y legales de por qué, el estudio solicitado por el jerarca no puede ser atendido, probablemente en el plazo y la forma que ese Órgano lo requiera, porque incluso ello puede conllevar a valorar 

la necesidad de dotar de los  recursos necesarios a la Auditoría,  tal y como antes se comentó, entre otros.


También, es importante recordar que el jerarca, ante  situaciones que considere pertinentes puede y debe efectuar por su propia cuenta las investigaciones que estime necesarias con el propósito de detectar y corregir; irregularidades, desviaciones o situaciones que afecten negativamente el control interno y el manejo de los fondos públicos del Municipio, a fin de tomar inmediatamente las medidas correspondientes.  



Disposiciones


Al Concejo Municipal 

a) Tomar el acuerdo correspondiente para que a la brevedad, el trámite de los informes de auditoría, se realice de conformidad con lo dispuesto en la Sección  IV de la Ley General de Control Interno.  De igual manera,  debe dejarse sin efecto el acuerdo de ese Concejo que impone a la Auditora Interna discutir sus informes (indistintamente de su naturaleza) con la  “Comisión de Enlace”, de previo a su respectiva notificación.  Esto sin perjuicio de la conferencia final que la auditoría debe organizar y llevar a cabo conforme con la normativa.  Al respecto véase lo comentado en el punto intitulado Acerca de los informes de las auditorías internas, de este oficio. 

b) Comunicar a esta Contraloría General dentro de un plazo de 15 días hábiles contados a partir del recibo del presente oficio, el acuerdo respectivo para dar cumplimiento a dicha  disposición.

A la Auditoría Interna 

a) Velar por el cumplimiento de la disposición dictada al Concejo Municipal         de Goicoechea en este oficio.

b) Comunicar a esta Contraloría General dentro de un plazo de 15 días hábiles contados a partir del recibo de este oficio de las acciones planteadas para dar cumplimiento a  la disposición dictada a esa Auditoría Interna.

Atentamente,

Lic. Carlos Marín Pereira, MCP.

Fiscalizador Asociado

Cmp/ngr

ci  Licda. Grace Montero  Salas Auditora Interna Municipalidad de Goicoechea


Lic. Edwin Gamboa Miranda, Gerente Area Servicios Municipales. F.O.E.


Expediente


Archivo Central (2) 


Copiador 

NI: 13275-2004

(Criterios y pronunciamientos 

2004002837-46

Artículos LGCI (35,36,37,38)
Tel. (506) 220 3120

Fax.  (506) 220 4385

http://www.cgr.go.cr        Apto.  1179-1000, San José, Costa Rica

Correo Electronico:  inforcgr@sol.racsa.co.cr 

Tel. (506) 220 3120

Fax.  (506) 220 4385

http://www.cgr.go.cr        Apto.  1179-1000, San José, Costa Rica

Correo Electronico:  inforcgr@sol.racsa.co.cr 


